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El arbitraje es uno de los denominados medios alterna-
tivos de resolución de conflictos, que, como afirma la 
Exposición de Motivos del Nuevo Código Civil y Comer-
cial de la Nación, es de aceptación1 creciente en los usos 
y prácticas de nuestro país en virtud de la influencia del 
derecho anglosajón que lentamente va introduciéndose 
en nuestra cultura jurídica. 

En Argentina en los últimos 40 años se ha produci-
do un significativo desarrollo del arbitraje, especial-
mente el institucional, existiendo dentro del ámbito 
doméstico numerosos Tribunales constituidos por 
entidades privadas. En tal sentido, merecen desta-
carse los Tribunales Arbitrales de la Bolsa de Comer-
cio de Buenos Aires y de la Bolsa de Comercio de 
Rosario; este último, con una sala especializada en 
Mercado de Capitales y Sociedades de reciente crea-
ción.2 También hay una mayor utilización del arbitra-
je ad-hoc, aunque por su naturaleza absolutamente 
privada y reservada para un caso, resulta imposible 
conocer con grado de certeza la cantidad de casos 
a él sometidos.

En Grecia, el arbitraje era conocido y practicado como 
forma pacífica de solución de conflictos entre las Ciuda-
des-Estados; y mucho antes, tanto las inscripciones ba-
bilónicas como los relatos bíblicos tenían referencias al 
arbitraje. En la primera epístola de San Pablo a los Corin-
tios se proclama la caridad en vez de la justicia y se reco-
mienda a los fieles someterse al arbitraje de sus pastores 
o hermanos antes que recurrir a los Tribunales. Cabe des-
tacar la importancia que tuvieron los Cónsules al frente 
de las corporaciones medievales de comerciantes, intervi-
niendo en los conflictos que se suscitaban a nivel local en 
las ferias y mercados y, más allá de los mares, resolviendo 
los mismos a “verdad sabida y buena fe guardada”. Tenían 
así estos Cónsules verdaderas funciones jurisdiccionales.3

Uno de esos Consulados es el Consulado de Mar de Bar-
celona4, que ha perdurado hasta nuestros días. Tuvo su 
precedente en el Consejo de Prohombres de la Rivera 
y en el año 1348 adquirió funciones jurisdiccionales, las 
que no se limitaron exclusivamente a los asuntos maríti-
mos sino también a los terrestres, a partir de la disposi-
ción del Rey Martín en el año 1641.5          
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En la República Argentina, el Código Civil de Vélez 
Sarsfield no contenía previsiones al respecto, como 
tampoco el Código de Comercio de Vélez Sarsfield y 
Acevedo. Algunas de sus disposiciones remitían aisla-
damente a la solución a árbitros, aunque, en algunos 
casos, la doctrina entendía que se trataba de supuestos 
de pericia arbitral.6 

En el Código de Comercio de Vélez Sarsfield y Acevedo, 
hoy derogado, fueron importantes las disposiciones en 
materia societaria de los arts. 441/448 y 449, vigentes 
hasta el año 1972, en que se dicta la ley de Sociedades 
Comerciales 19.550.7 Pero, al igual que el Código Civil, 
no contenía una regulación del arbitraje, quedando en-
tonces el tema bajo la regulación de los Códigos Proce-
sales de cada Provincia.

En efecto, hasta el dictado del nuevo Código Civil y 
Comercial, que rige para toda la Nación a partir de 
agosto del 2015, se referían al arbitraje, y lo siguen 
haciendo,   desde una óptica procesal, la mayoría de 
los Códigos de Procedimiento de cada jurisdicción. 
Así, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, 
le dedica todo el Libro VI, dividido en dos Títulos, el 
Primero regula el proceso arbitral a cargo de los que 
llama jueces árbitros (art. 736), y el Título Segundo re-
gula el juicio de amigables componedores o arbitra-

dores que resuelven conforme a equidad (art. 766); 
el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia 
de Santa Fe (Ley 5531) dedica el Título IV del Libro III 
del Juicio Arbitral como un proceso en particular; y así 
con variantes lo hacen los distintos Códigos Procesales 
de cada provincia. Es decir, se lo ha regulado desde el 
punto de vista procesal en los códigos respectivos, los 
que lo han hecho en ejercicio de facultades no delega-
das por las provincias a la Nación, conforme lo señala 
la Constitución Nacional. 

Algunos especialistas en la materia, venían reclamando 
una ley de arbitraje; y si bien existieron diversos pro-
yectos legislativos al respecto, ninguno había logrado 
sanción8. Otros, en cambio, entendían que habiendo 
nacido el arbitraje en un régimen de libertad, el Estado 
no debía inmiscuirse en este medio alternativo de solu-
ción de conflictos, dejando que sean las partes quienes 
decidieran su regulación frente al caso concreto, pro-
ducido o susceptible de acontecer, como así también, a 
las entidades que institucionalmente lo llegaran a orga-
nizar, y que decidieran sobre su regulación, como venía 
desarrollándose hasta ahora en el país con las escuetas 
normas de los Códigos Procesales.9  

Desde hacía años, se venía advirtiendo en el mundo un 
movimiento de actualización legislativa en la materia.10 
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Los redactores del nuevo Código Civil y Comercial de la 
Nación, advierten en la Exposición de Motivos, que fue-
ron antecedentes del capítulo de arbitraje, el Código Civil 
de Québec11, la Ley Modelo12 CNUDMI (UNCITRAL)13 14 y la 
regulación francesa de enero del 2011, aunque aclaran que 
los principios que recogen son prácticamente universales.15  

Dentro del ámbito la oferta pública, el Decreto 677/2001 
dictado durante el gobierno del Dr. Fernando De la Rúa 
en ejercicio de facultades delegadas por el Congreso de 
la Nación, hizo un importante avance al incorporar el ar-
bitraje institucional que debían organizar las entidades 
autorreguladas, como medio de dirimir los conflictos 
entre emisoras y agentes, de carácter obligatorio para 
éstos y optativo para los accionistas e inversores. Tal 
normativa, con modificaciones, fue seguida por la “Ley 
del Mercado de Capitales” Nro. 26.831.

El Nuevo Código Civil y Comercial de la Nación ha in-
corporado la regulación del arbitraje en general, y lo 
hace como un contrato, al que denomina contrato de 
arbitraje, como un contrato típico, haciendo así hincapié 
en el origen o causa del arbitraje, que no es otro que la 
voluntad de las partes que celebran un contrato libre-
mente para someter las diferencias a un tercero ajeno a 
la justicia del Estado. 

Alguna doctrina, ha expresado su discrepancia con la 
incorporación de una regulación prácticamente integral 
del arbitraje en el nuevo Código Civil y Comercial de la 
Nación, destacando, más allá de que la mayoría de sus 
normas son procesales, una posición privatista y con-
tractualista que ha sido calificada de “extrema” del ar-
bitraje. Se ha sostenido que el arbitraje, sin perjuicio de 

su origen contractual o convencional, no es ni puede ser 
considerado un contrato típico como la compraventa, la 
permuta o la locación, como lo hace el nuevo Código 
Civil y Comercial de la Nación.16 

El nuevo Código regula solamente el arbitraje interno o 
nacional, adoptando una posición dualista al respecto, 
dejando aparte el arbitraje internacional. Otras legis-
laciones, como la española17, adoptan en cambio una 
posición monista, regulando en una misma ley ambos 
arbitrajes, nacional e internacional.18 Mientras en Canadá 
nueve de las legislaciones provinciales tratan el arbitraje 
doméstico y el internacional en dos diferentes tipos de 
leyes, en Québec, fuente de nuestra legislación, ambos 
tipos de arbitraje están previstos en el Código Procesal 
Civil, mientras que el Código Civil de Québec trata el 
derecho sustantivo en materia de arbitraje.19 

El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, regula 
el arbitraje en los arts. 1649 a 1665 dentro del Capítu-
lo 29 (Contrato de Arbitraje) del Título IV (Contratos en 
Particular) del Libro III (Derechos Personales). Lo ubica 
después de la “Transacción” (Capítulo 28), a la que ca-
lifica también de contratos, y antes del “Fideicomiso” 
(Capítulo 30).

No obstante la denominación del capítulo como “Con-
trato”, la mayor parte del articulado se relaciona con 
el proceso arbitral, que desde los orígenes de nuestra 
institucionalidad ha sido regulado por las leyes proce-
sales locales; solamente los tres primeros artículos del 
capítulo, los artículos 1649/1650/1651 y posiblemente el 
artículo 1658 estén referidos al aspecto contractual. Esta 
exorbitancia del Código en aspectos procesales ha sido 
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atacada y calificada como inconstitucional por alguna 
doctrina en cuanto es abarcativa de facultades provin-
ciales.20  

Ninguna referencia existe en la Exposición de Motivos 
sobre las razones que los llevaron a introducir funda-
mentalmente aspectos procesales propios de los Códi-
gos Adjetivos o Procesales de cada jurisdicción, siendo 
que éste es el aspecto que mayores explicaciones mere-
cía por desplazar las facultades de las Provincias.

Por medio del arbitraje, las partes en un conflicto ya sus-
citado o previendo la forma de dirimir futuros conflictos 
dejan de lado la justicia estatal, que es desplazada por 
distintas razones (confidencialidad, celeridad, inmedia-
tez, profesional, etc.) hacia un árbitro privado ad-hoc o 
institucional para dirimir el caso. Árbitro que, luego de 
un proceso arbitral, dictará una sentencia (laudo) con 
fuerza de autoridad de cosa juzgada. El Estado es así ex-
cluido de su función por voluntad de las partes, quienes 
han tomado tal decisión. Queda a éste, necesariamente 
a través de sus jueces, el ejercicio del “imperium” del que 
carece el árbitro, tanto para la ejecución del laudo como 
para su auxilio en la ejecución de medidas cautelares21.

Es que es una institución propia del derecho privado, 
una expresión de la autonomía privada; al arbitraje las 
partes concurren voluntariamente, aunque existan casos 
excepcionales donde la ley lo impone (arbitraje institu-
cional obligatorio para las entidades sujetas al control 
de la CNV y optativas para el inversor).

Es un ejemplo de la actividad privada, o como dicen los 
redactores en la exposición de motivos “una expresión 

de la autonomía privada”. Es lo que algunos autores lla-
man justicia consensuada.22  

Desde esta concepción contractualista, originante de la 
función jurisdiccional del árbitro y de la fuerza obligato-
ria del contrato arbitral con desplazamiento de la justi-
cia estatal23, surge expresamente ahora el art. 1656 del 
nuevo Código, que contempla los “efectos del mismo”, 
disponiendo que “el convenio arbitral obliga a las partes 
a cumplir lo estipulado y excluye la competencia de los 
tribunales judiciales sobre las controversias sometidas a 
arbitraje, excepto que el tribunal arbitral no esté cono-
ciendo aún de la controversia y el convenio parezca ser 
manifiestamente nulo o inaplicable”.

El Código se preocupa en dar la mayor eficacia a ese con-
trato, garantizando la perdurabilidad del acuerdo, dispo-
niendo que “en caso de duda ha de estarse a la mayor 
eficacia del contrato de arbitraje” (art. 1656 segundo pá-
rrafo). Principio que se ve fortalecido cuando se sienta 
también el carácter autónomo de la cláusula, al dispo-
nerse que “el contrato de arbitraje es independiente del 
contrato con el que se relaciona”; “la ineficacia de éste no 
obsta la validez del contrato de arbitraje, por lo que los 
árbitros conservan su competencia, aún en caso de nuli-
dad de aquél para determinar los derechos de las partes y 
pronunciarse sobre sus pretensiones y alegaciones”.

Reconoce el nuevo Código no sólo el arbitraje ad hoc24, 
es decir, para el caso, sino que contempla especialmen-
te el arbitraje institucional en su art. 1657, receptando 
lo que ya era una práctica en la realidad nacional. Antes 
de esta norma, sin ley alguna al respecto, existían tribu-
nales institucionales creados al amparo de los artículos 
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14 y 19 de la Constitución Nacional y artículo 1197 del 
Código Civil y normas procesales de cada provincia.

Se admite tanto el arbitraje de derecho como el de equi-
dad25, prevaleciendo el arbitraje de derecho si nada se 
estipula en el contrato sobre qué clase de arbitraje se 
ha convenido o si no se autoriza a los árbitros a decidir 
la controversia según equidad (artículo 1652). Sigue así 
la tendencia legislativa actual, aunque en sus orígenes 
el arbitraje era fundamentalmente de equidad, como 
lo demuestran las Sagradas Escrituras26. Por el arbitraje 
de equidad también se inclina el Código Procesal Civil y 
Comercial de Santa Fe.

El nuevo Código comienza por definir el contrato de 
arbitraje, al que califica expresamente de “contrato” 
en su artículo 1649 y lo hace de la siguiente manera: 
“Definición: hay contrato de arbitraje cuando las partes 
deciden someter a la decisión de uno o más árbitros to-
das o algunas de las controversias que hayan surgido o 
puedan surgir entre ellas respecto de una determinada 
relación jurídica contractual o no contractual de dere-
cho privado en la que no se encuentre comprometido 
el orden público”. 

Hay una expresa exclusión a las controversias en que se 
encuentre comprometido el orden público. Tal exclu-
sión,  que aparece aislada de las restantes controversias 
expresamente excluidas, contenida en un artículo espe-
cialmente destinado a ello, el artículo 1651, no se encon-
traba contemplada en la redacción del anteproyecto que 
el Poder Ejecutivo envió al Congreso Nacional, donde fue 
incorporada siguiendo el criterio exclusivo de la mayor 
parte de la doctrina. Esta exclusión significará en la reali-
dad sacar a un gran número de causas de la competencia 
de este medio alternativo de solución de conflictos, dado 
que se observa en nuestro país una tendencia legislativa 
a sancionar cada día más normas, especialmente en ma-
teria económica, a las que se califica de orden público. 
Así, pareciera difícil que, actualmente, un tribunal arbitral 
pudiera entrar a laudar un caso sin cuestionamiento algu-
no en el que se debatan leyes de emergencia económica, 
o normas monetarias, que siempre serían calificadas de 
orden público, aun cuando el litigio sea entre privados.

La misma expresión, “comprometido el orden público”, 
tiene una amplitud tal que frente al caso concreto po-
dría dar lugar a argumentos defensivos dilatorios, invo-
cando que la norma en discusión tendría tal carácter, 
aunque expresamente la misma no se califique como tal.

El tema del orden público tuvo su máxima discusión en 
la República Argentina con motivo de las leyes de emer-
gencia dictadas a partir del año 2002 a causa de la crisis 
que afectó al país.

Mención especial merece al respecto el voto del Dr. Julio 

César Rivera en un laudo arbitral parcial dictado bajo 
las reglas de la I.C.C., donde sostuvo que “el hecho que 
la legislación de emergencia sea de orden público no 
impide –en el caso– calificar de patrimonial a la contro-
versia privada entre las partes y, por lo tanto, no excluye 
que sea una materia transable y como tal susceptible de 
ser sometida a arbitraje”; y, concluye Rivera: “Éste es el 
sentido con que debe entenderse la afirmación del art. 
1649, que excluye de la arbitrabilidad las cuestiones en 
que se halle comprometido el orden público”.27 

Sin embargo, en sentido contrario, la Cámara Primera 
Civil y Comercial de San Isidro expresó que no era apli-
cable la cláusula compromisoria prevista en un contrato, 
si lo que se discutía eran las consecuencias de la legisla-
ción de emergencia.28 

Las causales de exclusión se amplían en el artículo 1651. 
En él, se contemplan cinco supuestos, que tanto los tri-
bunales arbitrales como algunos códigos procesales y la 
doctrina venían reconociendo como excluidos y que se 
refieren a: a) al estado civil o la capacidad de las perso-
nas; b) las cuestiones de familia; c) las vinculadas a de-
rechos de usuarios y consumidores; d) de los contratos 
de adhesión cualquiera sea su objeto; e) las derivadas 
de relaciones laborales. Asimismo, se excluyen las con-
troversias en que sean parte los Estados nacional o local.

El nuevo Código se ocupa de la “Forma del Contrato” 
en el artículo 1650, disponiendo que debe ser escrito, 
admitiendo que conste en una cláusula compromisoria 
incluida en un contrato, advirtiéndose una mayor fre-
cuencia en incorporar estas cláusulas en los contratos de 
diversa índole (compraventa, locación de obras o servi-
cios, suministros, etc.) o bien en un acuerdo indepen-
diente; acuerdos que son frecuentes cuando el conflicto 
ya se ha planteado y las partes convienen recurrir al jui-
cio de árbitros. Y, finalmente, el nuevo Código Civil y Co-
mercial de la Nación admite que sea una cláusula de un 
reglamento o estatuto, por ejemplo una cláusula de un 
contrato de sociedad anónima o de una asociación civil. 

La fuerza del contrato, como causa de la función de 
la jurisdicción del árbitro, se fortalece con el reconoci-
miento expreso del principio de “autonomía” en el artí-
culo 1653, que establece que el contrato de arbitraje es 
independiente del contrato con el que se relaciona, al 
que me refiriera precedentemente.

Siguiendo parcialmente el artículo 741 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación, el artículo 1658 del 
Código Civil y Comercial admite, lo que llama, cláu-
sulas facultativas, permitiendo que las partes puedan 
convenir algunos aspectos del arbitraje que en modo 
alguno constituyen un “numero clausus”, pudiendo 
contemplar las partes otros aspectos. Así, permite que 
se convenga la sede del arbitraje, el idioma (aspecto 
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de significativa importancia como país huésped de ca-
pitales), procedimiento, plazo para el laudo, confiden-
cialidad del arbitraje, forma de distribuir y soportar las 
costas.

El nuevo Código Civil y Comercial se preocupa en ga-
rantizar tanto la autonomía de la voluntad29, con po-
cas normas inderogables, y la igualdad de las partes. 
El convenio arbitral obliga a las partes a convenir lo 
estipulado, dándole al contrato de arbitraje la mayor 
eficacia en caso de duda. Además, por otro lado, los 
árbitros deben garantizar la igualdad de las partes y 
el principio del debate contradictorio, así como que se 
dé a cada una de ellas suficiente oportunidad de hacer 
valer sus derechos30. Esto no significa nada más que 
llevar a una norma de segundo rango los principios 
constitucionales de igualdad ante la ley y del debido 
proceso legal que garantizan los artículos 16 y 18 de 
la Constitución Nacional, los que constituyen junto al 
principio constitucional de libertad contractual la base 
sustentadora del arbitraje, más allá de cualquier ley o 
Código de fondo. 

Tal igualdad de las partes se ve consolidada en el artícu-
lo 1661 Código Civil y Comercial, al establecer la nulidad 
de la cláusula que confiera a una parte una situación 
privilegiada en cuanto a la designación de los árbitros. 

Un tema de particular importancia, y que es motivo de 
preocupación no sólo de los juristas sino también de la 
persona que recurre al arbitraje, es la posibilidad de la 
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revisión judicial del laudo arbitral que configura una ver-
dadera sentencia con autoridad de cosa juzgada. Se pre-
gunta el lego ¿frente al error o al dolo o al incumplimiento 
del árbitro, no tengo más recurso que aceptar su decisión? 

El principio general de la doctrina y legislación, con di-
ferentes variantes, es que la intervención del Estado me-
diante los jueces estatales debe ser mínima y limitada a 
situaciones expresas y taxativas que se encuentren con-
templadas en la ley; siendo éste el principio receptado 
por todas las modernas legislaciones desde el año 1986 
en adelante. Así entonces, las modernas regulaciones 
del arbitraje, posteriores a la “Ley Modelo”, contemplan 
como único medio de impugnación de un laudo, con 
carácter irrenunciable, la acción autónoma de nulidad o 
anulación, sin que ello implique una segunda instancia.

El sistema jurídico español, de gran influencia en el 
nuestro, desde sus inicios restringió la apelabilidad de 
los laudos arbitrales ante la justicia estatal, establecien-
do las Leyes de Partidas, el principio de la inapelabilidad, 
salvo que las partes se reservaran el derecho de hacerlo 
en el arbitraje de derecho.31  

La idea central es que los medios de impugnación del 
laudo sean a través de recursos de nulidad o acciones 
de nulidad. No puede pretenderse la revisión del error 
iniudicando, o sea, el mérito o el fondo. 

El nuevo Código Civil y Comercial, con una norma de 
neto corte procesal, introduce en el tercer párrafo del 
artículo 1656 el marco recursivo del laudo, abriendo la 
posibilidad de la revisión judicial, cuando se invoquen 

causales de nulidad total o parcial conforme con las 
disposiciones del Código; y estableciendo la irrenuncia-
bilidad del derecho a impugnar judicialmente el laudo 
arbitral que fuera “contrario al ordenamiento jurídico”. 

Este tercer párrafo del art. 1656 del nuevo Código Civil y 
Comercial referido a los recursos no se encontraba en el 
anteproyecto que llegó al Congreso de la Nación, en la 
versión a la que tuvimos acceso a través de un Senador 
de la Provincia; y sin duda, en especial el último párra-
fo, que admite la posibilidad de debatir si el laudo es 
o no contrario al ordenamiento jurídico, cuya amplitud 
y dificultades de interpretación sobre el alcance de lo 
contrario al ordenamiento jurídico abre un abanico de 
posibilidades, cuyos límites son difíciles de determinar 
a priori, pero que, en la esfera de la realidad, servirían 
como camino para una frecuente apertura de la revisión 
judicial; y, al decir de Rivera, “constituye un serio obstá-
culo para el desarrollo del arbitraje en la Argentina”32. 

Pareciera que este artículo quisiera seguir el tempera-
mento del famoso caso “Cartellone”, donde la Corte es-
tableció que no sería válida la renuncia a apelar cuando 
el laudo es “ilegal, irrazonable o inconstitucional”.

De lo que no caben dudas es que, dado el carácter ne-
tamente procesal del aspecto recursivo, no sólo deberá 
compatibilizarse con los procedimientos de los Códigos 
Procesales locales y de la Nación, sino también su con-
gruencia con la Constitución Nacional. 

En nuestra provincia, el Código Procesal Civil y Comer-
cial establece el siguiente principio: el laudo o sentencia 
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arbitral (como lo llama dicho Código) es recurrible de la 
misma manera que la sentencia dictada por los jueces 
ordinarios, excepto que se hubiera renunciado expresa-
mente a recurrirla. Es decir que, en principio, el laudo es 
apelable para su revisión por la Justicia, excepto que se 
renuncie a ello, lo cual sucede frecuentemente en acuer-
dos y reglamentos. Sin embargo, no admite la renuncia 
al recurso de nulidad. 

En la provincia de Santa Fe, las Cámaras de Apelaciones 
de los Tribunales Provinciales son Tribunales de Alzada 
de los recursos que se interpongan contra los laudos 
arbitrales (Ley 12.070 en su art. 1, modificatoria del art. 
439 del Código de Procedimiento Civil y Comercial de la 
Provincia de Santa Fe; y el art. 2 modificatorio del art. 32 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Quedan, desde luego, siempre con carácter de irrenun-
ciables el recurso extraordinario ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación si media una cuestión constitu-
cional y, si no la hubiera, el recurso por arbitrariedad, así 
como el de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Provincia de la ley 7.055.33 

Otro tema de permanente preocupación de árbitros e ins-
tituciones que organizan el arbitraje es la responsabilidad.

El nuevo Código Civil y Comercial no se ocupa de la 
responsabilidad de los árbitros, aspecto que ha sido re-
clamado por alguna doctrina.34 

Doctrinaria y jurisprudencialmente, atento la función ju-
risdiccional de los árbitros, rige universalmente el prin-
cipio de inmunidad de quienes ejercen la función ju-
risdiccional; lo que significa que quedan eximidos de 
responsabilidad civil por aquello que deciden. Como bien 
recuerda Rivera35, la inmunidad de los árbitros deriva del 
hecho de que ellos ejercen una función jurisdiccional y, en 
este sentido, merecen la misma protección que tienen los 
jueces, cuya “inmunidad es universalmente reconocida”; 
y –citando a Jorge Vanossi y a Jorge W. Peyrano– agrega: 
“es imprescindible que los jueces se encuentren libres de 
toda presión al dictarse sentencias y no expuestos al ja-
que continuo de los litigantes que no se conformen con 
ellas y se consideren damnificados por lo resuelto, al que 
atribuyan carácter de mal desempeño funcional”36. Este 
tema de la responsabilidad, de gran significación, hubiera 
merecido un tratamiento especial por ser materia propia 
del Código de fondo, aunque sea mínimamente como lo 
hace la Ley Española Nro.60/200337; al no hacerlo, deberá 
recurrirse a la parte general de responsabilidad del mis-
mo Código Civil y Comercial de la Nación  
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